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LA EVOLUCIÓN DEL SISTEMA CONCURSAL PERUANO Y SU (PROBADA) 
TENDENCIA LIBERAL 




El sistema concursal peruano es uno de los pocos en el mundo en el que las decisiones acerca del 
destino del deudor las toman los propios acreedores. Se diría que es un sistema estrictamente 
privado si no se tuviera de por medio a la administración pública que ejerce la dirección del 
proceso; pero la actuación de esta no enerva el alcance de las decisiones que eventualmente 
pudieran tomar los acreedores dentro del concurso. 
Consecuencia de lo anterior es que nuestro sistema concursal se encuentra configurado de tal 
manera que el control de la empresa la ejercen los acreedores concursados, a través de un órgano 
decisorio que asume todas las funciones del mayor órgano de decisión que pueda tener el deudor 
(Junta General de Accionistas, en el caso de sociedades anónimas). Bajo estas circunstancias el 
deudor se encuentra en una situación de desapoderamiento que nuestro sistema legal justifica, dado 
que con ello se cumplirían los fines del procedimiento concursal centrados en la protección del 
crédito.  
El sistema, tal como se encuentra ahora, es el resultado de una evolución legislativa en los últimos 
veinte años, cuyas modificaciones más importantes se plasmaron en la década de los noventa, sea 
por la coyuntura política, sea por la coyuntura económica, sea porque se necesitaba una ley que 
pudiera proteger frente a todos el crédito. En este sentido, es producto de una serie de cambios que 
se han venido sucediendo con el fin de optimizar  y viabilizar el proceso de recuperación – en un 
primer momento – y salida ordenada del mercado de las empresas posteriormente. Las 
características fundamentales de esta evolución podrían ser; primero que se ha migrado de un 
sistema eminentemente judicial, a un sistema privado (casi exclusivamente). De un sistema en el 
que se regulaba simplemente la quiebra de las empresas
2
 a uno en el que se pondera la protección 
del crédito, aun cuando en el trayecto se quiso dar relevancia a la conservación de la empresa 
En las siguientes líneas se tratará esta evolución intentando delimitar las notas características de 
nuestro sistema concursal y que lo hacen diferente a todos los sistemas actualmente vigentes. 
1
Abogada. Profesora del Área de Derecho de la Empresa de la Universidad Católica Santo Toribio de 
Mogrovejo 
2
 Inicialmente la quiebra aparece como un procedimiento de ejecución universal del patrimonio de una 
empresa insolvente, sustituyéndose la ejecución individual por acreedor, por una ejecución colectiva del 
patrimonio del deudor en la que domina el interés común de los acreedores. (Sobre la evolución del sistema 
concursal en general, puede verse SANCHEZ CALERO, Fernando; SANCHEZ-CALERO GUILARTE, 
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2. Breve referencia al origen de los sistemas concursales
Los sistemas concursales aparecen con un objetivo concreto: resolver la situación de crisis por la 
que puede atravesar un deudor en un momento determinado. Al margen de los hechos que pudieron 
generar la crisis (cuya concepción subjetiva de imputación al deudor se presentó en los orígenes) lo 
importante es la búsqueda de los mecanismos más eficientes para su solución. Se parte para ello de 
diversos presupuestos. El primero es la determinación objetiva de esta situación de crisis. La 
mayoría de legislaciones entiende que la situación de insolvencia cuya manifestación puede ser la 
cesación de pagos, es un primer referente. Lo segundo es la certeza de que los bienes del deudor en 
una situación de crisis, casi nunca serán suficientes para cubrir las deudas generadas (entendiéndose 
que, bajo el principio de responsabilidad patrimonial universal
3
, la totalidad de los bienes del 
deudor serán sometidos al proceso). Esto genera el tercer presupuesto: el establecimiento de normas 
que permitan que los acreedores puedan ver satisfechos sus derechos con el menor costo posible. A 
ello se suman las nuevas tendencias del derecho concursal que pretende extender más allá del 
binomio acreedor – deudor los efectos de la solución de la crisis, en el entendido de que esta, en 
tanto se genera en el marco del ejercicio de una actividad empresarial, involucra más intereses que 
los acotados y no puede reducirse a la sola satisfacción del interés de los acreedores a través de la 
liquidación del patrimonio del deudor. Deben incentivarse otras opciones. 
El origen remoto de la quiebra se encuentra en la bonorum venditio que era un procedimiento 
creado para un comerciante individual, el típico de las ferias del bajo medioevo, siglos X y XI
4
.  
Será en los Estatutos de las ciudades italianas de esa época en el que el fallimento se configura 
como el procedimiento de ejecución colectiva de un deudor común. La normativa italiana de esa 
época se encuentra animada por un principio de carácter público: la quiebra no constituye 
simplemente un asunto entre privados, sino que existe un interest republicae en el fallimento de un 
deudor común. En este sentido, se considera que el hecho  - ilícito por principio – de la quiebra 
incumbe al Estado y su represión y castigo serán una finalidad fundamental unida a la de la 
satisfacción de los acreedores
5
. Sin embargo esta coexistencia de intereses irá con el tiempo 
cediendo en perjuicio del privado, convirtiéndose en una tarea del Estado la ejecución sobre el 
patrimonio del deudor. Los parámetros de justicia que utilizaba el poder público para resolver estas 
situaciones eran fundamentalmente la par conditio, igualdad de los acreedores, universalidad del 
patrimonio colectivo y oficiosidad
6
. 
3 Este principio se ve plasmado en el Art. 31° de nuestra LGS: “el patrimonio social responde por las 
obligaciones de la sociedad, sin perjuicio de la responsabilidad personal de los socios en aquellas formas 
societarias que así lo contemplan”. También en el Art. 2740° del Código Civil italiano: “el deudor es 
responsable por el cumplimiento de las obligaciones con todos sus bienes presentes y futuros”.  
4
 Al respecto, se puede revisar PAJARDI, Piero, ALEGRÍA, Héctor, KLEIDERMACHER, Arnoldo, Et., Al.; 
“Derecho Concursal” Tomo I, Abaco Rodolfo de Palma, Buenos Aires, 1991, p. 47 y ss. SANCHEZ 
CALERO, Fernando; SANCHEZ-CALERO GUILARTE, Juan, “Instituciones de Derecho Mercantil” 
Volumen II, Thomson-Aranzadi, 31ava Edición, Navarra, 2008, p. 452 y ss. FLORES POLO, Pedro, 
“Derecho de quiebras”, Marsol, Trujillo, pp. 15 y ss. 
5
 ALVAREZ SAN JOSÉ, María, “El poder de decisión de los acreedores en el concurso”, Thomson – Civitas, 
Navarra, 2005, pp. 82-83 
6
 PAJARDI, Piero, Op. Cit. p. 47 
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Actualmente el procedimiento concursal “ya no es más solamente la ejecución colectiva del 
patrimonio del deudor”7 los nuevos requerimientos de este instituto obligan a las legislaciones a 
establecer los mecanismos que consideren más adecuados para lograr la solución de la crisis que in 
extremis busca la liquidación del deudor. Esta nueva tendencia se ampara en que la tradicional 
fórmula concursal “insolvencia-quiebra-interés privado de los acreedores” ha ido cediendo 
paulatinamente ante las distintas soluciones preventivas de crisis empresariales, que ahora dan lugar 




Pero incluso para lograr estos nuevos objetivos del sistema concursal debe definirse quién es el 
responsable,  en primer lugar de conducir el proceso y en segundo lugar de velar por los intereses de 
quienes intervienen en el concurso.  
2.1. Sistemas de participación en el concurso 
La existencia de un órgano deliberante y colegiado en los procedimientos concursales se ha 
justificado tanto en la necesidad de salvaguardar los intereses conjuntos de los acreedores frente a 
los del deudor, como por la de compensar la imposibilidad que aquellos tienen, de ejercitar las 
acciones individuales garantizándoles información, transparencia e igualdad. Lo cierto es que “con 
independencia de la mayor o menor rigurosidad de las medidas penales y de la presencia o no de 
otros elementos marginales; en toda quiebra los acreedores son reunidos mediante algún 
procedimiento formal y de esta forma compelidos a aceptar una determinada solución a la crisis, 
aunque no todos consientan en ella”9. El alcance de la participación que tendrá cada sujeto en el 
procedimiento (y nos estamos refiriendo al deudor, los acreedores y el Estado) dependerá en gran 
medida del papel que el Estado decida representar en la solución de la crisis
10
.  
La doctrina reconoce dos grupos de sistemas cuya característica diferenciadora es en cabeza de 




 PAJARDI, Piero, Op. Cit., p. 45 
8
 JUNYENT BAS, Francisco, CHIAVASSA, Eduardo, “El Salvataje de la empresa, el cramdown en la Ley 
25.589”, 1era. Ed., La Ley, Buenos Aires, 2004, p. 40 
9
 ALVAREZ SAN JOSÉ, María, Op. Cit. p. 88, citando a RADIN, M. “The Nature of Bankruptcy” 
10
 Hay quienes discuten el carácter público que desde siempre se le ha atribuido al derecho concursal de 
manera general y en particular su tratamiento como rama diferenciada y necesaria del derecho mercantil. Así, 
BISBAL señala que “el derecho concursal es sencillamente una de las varias piezas dispuestas para extinguir 
las obligaciones de un deudor insolvente frente a una pluralidad de acreedores”. BISBAL, Joaquim, “La 
insoportable levedad del Derecho Concursal” En: Revista de Derecho Mercantil, N°214, 1994, pp. 843-872, 
p. 845. RICHARD, por otro lado sostiene que “el sistema jurídico societario brinda suficientes instrumentos
para solucionar internamente cualquier cuestión sobre insuficiencia patrimonial de la sociedad, sea genética o 
funcional, sin afectar a terceros”. RICHARD, Efrain Hugo; “Perspectiva del derecho de la insolvencia”, 
Academia Nacional de Derecho y ciencias Sociales de Córdova, Córdova, 2010, p. 29. El autor sostiene que 
para prevenir las situaciones de crisis – fuera del ámbito concursal – debe tomarse en serio la responsabilidad 
civil e incluso penal a la que se encuentran sujetos los administradores de las sociedades. “los administradores 
tienen el deber fiduciario con la sociedad, los socios y los terceros de asegurar la normal vida societaria”. p. 
30. 
11
 Puede revisarse para este parágrafo la clasificación realizada por ALVAREZ SAN JOSÉ, María, sobre los 
sistemas concursales. Op. Cit. pp. 128-150 
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a. Modelo de autonomía privada
Este modelo pondera el interés de los acreedores sobre cualquier otro interés que se presente en el 
concurso. A ellos se les reserva una posición de intervención activa en el proceso. La consecuencia 
de lo anterior es que la solución del concurso recae en cabeza de los acreedores –reconocidos para 
este efecto como un colectivo - y en el mejor de los casos, en la negociación entre deudor y 
acreedores, con la finalidad de maximizar el importe de recuperación de sus créditos. Lo que buscan 
los sistemas adscritos a este modelo es “propiciar un ambiente idóneo para la negociación entre los 
acreedores y el deudor sometido a concurso, que les permita llegar a un acuerdo de reestructuración, 
o, en su defecto, a la salida ordenada del mercado, bajo reducidos costos de transacción” (Art. II 
Título Preliminar LGSC). 
Los rasgos definidores de este modelo pueden resumirse en: 
(i) Atribución de la facultad a los acreedores (incluso solo uno) de iniciar la apertura del 
concurso. 
(ii) La facultad de elegir al administrador del procedimiento y a los miembros del comité de 
acreedores. 
(iii) La posibilidad de formular la propuesta de convenio12.  
(iv) La posibilidad de pronunciarse mediante el voto en la solución de la crisis del empresario. 
Es importante destacar que aun cuando se trata de un modelo de “autotutela de los acreedores”, no 
excluye la intervención estatal. El Estado a través de sus órganos judiciales o administrativos tiene 




GARRIGUES, respecto de este modelo, señala que “el sistema de autodefensa de los acreedores al 
margen de la intervención del Poder Público en el desarrollo y solución de la quiebra es un sistema 
inaceptable (...) el Estado no puede desinteresarse del hecho económico de la quiebra mercantil, 
porque ese hecho afecta en sus consecuencias al orden de la economía nacional”14. 
12
En el caso peruano, la propuesta de reestructuración no tiene por qué ser aprobada o sometida a 
consideración del deudor. Se convierte en facultad de la Junta de Acreedores aprobar la propuesta de 
Reestructuración o la Liquidación de la empresa de ser el caso. 
13
 Este es el caso de la Ley Concursal Española – Ley 22/2003, Arts. 109° y 127°. Asimismo, es ilustrativo lo 
señalado por el Art. 131°, (modificado por la  Ley 38/2011, de 10 de octubre) «1. El juez, haya sido o no 
formulada oposición, rechazará de oficio el convenio aceptado por los acreedores si apreciare que se ha 
infringido alguna de las normas que esta ley establece sobre el contenido del convenio, sobre la forma y el 
contenido de las adhesiones y sobre la tramitación escrita o la constitución de la junta y su celebración».  
14
 GARRIGUES, Joaquín, “Curso de Derecho Mercantil”, Tomo V, Temis, Bogotá, 1987, p. 446 









      IUS Revista de Investigación Jurídica - Doctrina 
ISSN2222-9655  
b. Modelo judicial o público
Este modelo se define por la sustracción a los acreedores de la decisión sobre cuál debe ser el modo 
de solución del concurso y en definitiva, sobre cuál debería ser el modo en el que ellos verán 
satisfechos sus créditos. Entonces frente a la concepción de que el objetivo principal del concurso es 
maximizar la cuota de distribución entre los acreedores, se reconoce un interés público que debe ser 
protegido por el Estado, incluso más allá del deudor, que se concreta en la conservación de la 
empresa y la actividad empresarial. 
El considerar como fin principal la conservación de la empresa coloca en segundo plano el interés 
de los acreedores y la maximización del patrimonio del deudor orientado a proteger el crédito, por 
lo que se justifica que la decisión sobre la solución del concurso ya no recaiga en el acreedor, sino 
que será el Estado quien se irrogue dichas facultades y quien decide si aprobar o rechazar la 
propuesta de convenio presentada por el deudor, o en algunos casos por un sujeto distinto
15
. 
3. El procedimiento concursal y la formación de una comunidad de pérdidas como
presupuesto
Uno de los pilares en los que se funda el sistema concursal  es el principio de la “par conditio 
creditorum” que se basa en la intención de no generar desigualdades entre los acreedores cuando se 
presenta ante ellos una situación de insolvencia de su deudor común. En este sentido, ALEGRÍA 
señala que, “una vez advertida la situación de insolvencia, continuar admitiendo la ejecución 
individual podría beneficiar a los más diligentes y perjudicar a los que llegasen después por 
cualquier causa, por esta razón, y para restablecer la equidad, dada la circunstancia objetiva de la 
insuficiencia, la ley crea un sistema de ejecución colectiva que ampara a todos los acreedores y 
comprende todos los bienes en condiciones de igualdad de trato”16. En este sentido, “la 
concursalidad de un procedimiento implica que la consecuencia de la crisis de la empresa, sea 
reparada mediante una regulación de todas las relaciones y o solamente esto, sino con una 
regulación igual para todas las relaciones, salvo naturalmente las causas legítimas de prelación, es 
decir, que las relaciones se presenten ya al concurso como desiguales”17. 
La legislación concursal implementa este sistema a través del principio de igualdad, que refleja la 
necesidad de que exista un tratamiento homogéneo para todos los acreedores que se apersonen al 
proceso. Ni siquiera la mayor diligencia de un acreedor demostrada en su capacidad de accionar 
anticipadamente, puede originar un beneficio a su favor frente al resto de los acreedores y en este 
15
 Un ejemplo de este sistema de intervención es el uso de la figura del Cramdown como medio de salvataje 
de empresas. Véase JUNYENT BAS, Francisco, CHIAVASSA, Eduardo; Op. Cit. MOSSO, Guillermo G., 
“El cramdown y otras novedades concursales”, Rubinzal – Culzoni 1998. 
16
 ALEGRÍA, Héctor, “Concursos, elementos del derecho comercial”, Astrea, Buenos Aires, 1988, p. 9. 
17
 FASSI, Santiago C., GEBHARDT, Marcelo,  “Concursos y quiebras” 8ava. Ed. Astrea, Buenos Aires, 
2004, p. 2 
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sentido, el primero en el tiempo no necesariamente es el primero en el derecho
18
. Como señala 
GARRIGUES, “una exigencia de justicia, que armoniza perfectamente con la naturaleza social del 
derecho, impone -en los casos de quiebra económica- una organización de defensa de los acreedores 
como colectividad. Al estímulo individual y egoísta de la ejecución aislada, que premia al que llega 
primero, se opone un principio de equidad: el principio de que el régimen del azar o del favor debe 
ser sustituido por el de la comunidad de pérdidas y el tratamiento igual para todos los acreedores 
cuando el patrimonio del deudor no basta para satisfacerlos íntegramente
19
. Y es que en realidad 
puede afirmarse que nadie “gana” en un procedimiento concursal, se trata en todo caso de una 
comunidad de pérdidas en la que la ley no hace más que regular de la mejor  manera con el objetivo 
de que las pérdidas sean las mínimas tolerables. 
Se dice que la situación a la que se enfrentan los acreedores de un deudor insolvente es 
estructuralmente análoga a la que se produce en el “dilema de los prisioneros”; esto es, una 
situación en la que conduciéndose cada individuo racionalmente al objeto de maximizar la 
satisfacción de sus intereses, el resultado conjunto de esa actuación es peor para todos
20
. De lo que 
resulta que lo adecuado para los sujetos es actuar de manera cooperativa y no egoísta, aceptando 
algunas condiciones adversas (pérdidas). Es un principio que reclama la subordinación del interés 
individual de cada acreedor, en favor del interés colectivo que supone la concurrencia de todos los 
acreedores del deudor
21
 en la que cada acreedor concurrente busca, en efecto, la mejor satisfacción 
de su crédito, aunque en la práctica sabe que es posible que este sufra alguna merma, debido 
precisamente a la comunidad que ha formado. 
Las pérdidas de los acreedores, si hacemos referencia a los derechos preferentes derivados del 
incumplimiento de las obligaciones del deudor que inicialmente le corresponderían son
22
: 
(i) Un derecho principal: exigir el cumplimiento o ejecución forzada de la obligación en 
naturaleza. 
(ii) Un derecho secundario: obtener el cumplimiento por equivalencia. 
(iii) Ciertos derechos auxiliares destinados a garantizar el cumplimiento de la obligación 
gravando bienes determinados del deudor. Por ejemplo, las medidas conservativas; 
derecho legal de retención; las precautorias; el beneficio de separación, la acción 
oblicua o subrogatoria y acción pauliana o revocatoria. 
18
 REYES VILLAMIZAR, Franciso, “Reforma al régimen de Sociedades y Concursos”, 2da. Edición, Temis, 
Bogotá, 1999, p. 360; analizando las reformas a la Legislación Concursal Colombiana y el contenido de los 
principios del derecho concursal colombiano. 
19
 GARRIGUES, Joaquín, Op. Cit. p. 5 
20
 Crf. BISBAL, Joaquim, “La insoportable levedad del Derecho Concursal” En: Revista de Derecho 
Mercantil, N°214, 1994, p. 851.  
21
 El interés particular de cada acreedor se ve sustituido por la ejecución colectiva – en el caso de la quiebra – 
en la que domina el interés común de los acreedores. Crf. SANCHEZ CALERO, Op. Cit. p. 453 
22
 Citaremos la clasificación que realiza BAEZA OVALLE, José Gonzalo, en su estudio denominado 
“Naturaleza Jurídica del proceso concursal” En: Revista Chilena de Derecho, vol. 38 N0 1, 2011, versión On-
line ISSN 0718-3437, p 53. En: http://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=3697992. Acceso 20.02.2013 









      IUS Revista de Investigación Jurídica - Doctrina 
ISSN2222-9655  
En este sentido, el efecto propio e inmediato de un sistema concursal y por supuesto la quiebra, en 
general, pasa por terminar con todos y cada uno de esos derechos, para someterlos al sistema 
concursal que puede involucrar para el acreedor, además de la postergación del pago de su 
acreencia, que no reciba todo lo adeudado y, bajo determinadas circunstancias, incluso deba dar por 
pagada la obligación no obstante que el pago no ocurrió en su integridad
23
. 
Una manifestación de la par conditio creditorum se encuentra en la exigencia de la legislación 
concursal americana, en la que, una vez definidas las clases de créditos, debe aplicarse el principio 
de “absolute priority”, lo que significa que el plan de reestructuración debe prever un tratamiento 
igual para todos los créditos pertenecientes a cada clase de acreencias, a menos que el titular del 
respectivo crédito acepte que se le dé un tratamiento menos favorable
24
. Esta exigencia surge de la 
propia configuración del sistema concursal, pues, cuando el deudor elabora el plan de 
reestructuración, debe definir la lista de aquellos créditos que no sufrirán menoscabo en el referido 
plan. A estos créditos, la normativa los denomina “unimpaired claims”, que hace referencia 
principalmente a los créditos garantizados con garantías reales. Los titulares de dichos créditos, no 
tienen derecho a voto en la aprobación del plan.  
Ahora bien, respecto de los demás, como se dijo, se aplica el principio de prelación absoluta. El 
respeto a este principio es tan importante que el juez “puede negarse a confirmar el plan, luego de 
aprobado por los acreedores, si se verifica que se le ha dado un tratamiento discriminatorio a algún 
acreedor en comparación con otros pertenecientes a la misma clase de créditos”25. 
Nuestra legislación contempla este principio expresamente en el Artículo VI del Título Preliminar 
de la LGSC que reconoce el hecho que “los acreedores participan proporcionalmente en el resultado 
económico de los procedimientos concursales, ante la imposibilidad del deudor de satisfacer con su 
patrimonio los créditos existentes, salvo los órdenes de preferencia establecidos expresamente en la 
ley”. Se le denomina principio de proporcionalidad. En efecto, la única posibilidad de que se 
rompa la observación de este principio es si la norma establece un orden de preferencia; que en 
realidad, no tiene que ver con la calidad del acreedor, sino, generalmente, con las características 
especiales del crédito. De aquí se puede colegir que, si bien los acreedores como tales son iguales 
en el concurso – y en nuestra legislación se evidencia porque tienen los mismos derechos de voto – 
son los créditos de los que son titulares los que reciben el tratamiento diferenciado. 
En este sentido Diez-Picaso
26
 señala que cualquier ruptura en la condición de igualdad de los 
acreedores debe reunir tres características: 
(i) Legalidad, en virtud de la cual solo se puede romper la igualdad de los acreedores 




 Cfr. REYES VILLAMIZAR, Francisco, Op.Cit. p. 319, quien comenta la Sección 1123 (a) (4) de la Ley 




 AROSEMENA HAGUE, Geraldo, citando a Luis Diez-Picazo en su comentario al principio de 
proporcionalidad de la LGSC. En: ESPINOZA ESPINOZA, Juan; ESPINOZA ESPINOZA, Juan, p.73 
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(ii) Justificación, lo que implica la existencia de una causa suficiente basada en intereses 
de política económica, social o política jurídica que justifique la ruptura de la igualdad 
de trato. 
(iii) Excepcionalidad, razón por la cual se establece como privilegio 
Sin embargo, un importante sector de la doctrina señala que si bien el principio de igualdad entre 
los acreedores debería constituir la regla, actualmente las legislaciones vigentes han regulado tantos 
supuestos de excepción que pareciera que el principio – fundamento del procedimiento concursal – 
ha perdido su contenido
27
. Así se sostiene que la pars conditio creditorum ha dejado de ser la “reina 
poderosa e inmutable del proceso concursal”28 ya que no en pocas legislaciones la paridad solo se 
aplica a partir de los créditos quirografarios. 
4. Evolución del sistema concursal peruano
La primera figura reconocible en el ámbito concursal fue la quiebra. Esta aparece como un 
procedimiento de ejecución universal del patrimonio del deudor, en el que el interés individual es 
reemplazado por el interés del colectivo de los acreedores, bajo la premisa de que todos son tratados 
por igual. De esta manera, ante la cesación de pagos del deudor (por la insuficiencia de su 
patrimonio para hacer frente al cumplimiento de todas sus obligaciones), el sistema concursal 
aparece con la finalidad de “evitar que con las ejecuciones individuales cobren únicamente los 
acreedores más diligentes, los más audaces o los que están más cerca del deudor, mientras los 
restantes corren el riesgo de no cobrar sus créditos
29”. 
Desde sus inicios, la quiebra ha sido considerada un procedimiento riguroso e incluso con un matiz 
de sanción por la conducta inapropiada del deudor (de otra manera no se entendía la falencia del 
negocio). Este rigor se refleja desde el Derecho Romano y en el derecho medieval, en el que se 
parte de la idea de que el quebrado es un defraudador
30
. Por esta razón, lo que se pretende con el 
procedimiento es liquidar el patrimonio de éste a fin de no perjudicar los intereses de sus 
acreedores. 
Recién en la primera mitad del siglo pasado surge el interés por la continuación de la empresa y por 
evitar su total liquidación, para lo cual surgen una serie de procedimientos paralelos que buscan la 
27
 Sobre el particular, véase SANCHEZ CALERO, Fernando; SANCHEZ-CALERO GUILARTE, Juan, Op. 
Cit. (2004) p. 475. En el mismo sentido DASSO señala que “las labilizaciones en torno a las categorías de 
acreedores en orden al tratamiento distinto y con ello la creciente permeabilidad del principio secular de la 
par conditio creditorum, al extremo de considerárselo ya no esencial en el concurso (…) [presentan] un nuevo 
marco para la quiebra transnacional. DASSO, Ariel A. “Derecho Concursal Comparado”, Tomo I, 1era. Ed., 
Legis, Buenos Aires, 2004 p. XIII. 
28
 CASADÍO MARTÍNEZ, Claudio; “Acreedores involuntarios ¿se abrió el cielo?. En: ANTONI PIOSSEK, 
Carlos Roberto, Dir. “resoluciones alternativas de conflictos en la crisis de la empresa y el consumidor. 
Reconocimiento a la trayectoria del Dr. Francisco Junyent Bas”, Lerner, Tucumán, 2010, p. 86  
29
 SANCHEZ CALERO, Fernando; SANCHEZ-CALERO GUILARTE, Juan, Op. Cit. p.556 
30
 Cfr. SANCHEZ CALERO, Fernando; SANCHEZ-CALERO GUILARTE, Juan, Op. Cit. p 557-558 









      IUS Revista de Investigación Jurídica - Doctrina 
ISSN2222-9655  




A continuación se hará una breve referencia a la evolución de la normativa concursal  enfocándonos 
en aquello que supone el grado de intervención del Estado; los fines del proceso y las facultades de 
las Juntas de Acreedores. 
4.1. Ley Procesal de Quiebras de 1932 (Ley N° 7566) 
La Ley Procesal de quiebras fue promulgada el 02.08.1932, y deroga las disposiciones que sobre 
esta materia contenía el Código de Comercio (C. Co). La fuente principal de esta norma fue la Ley 
Procesal de Quiebras chilena
32
. La norma tenía por finalidad realizar en un proceso único, todos los 
bienes del deudor a fin de proveer el pago de sus obligaciones. Es importante recalcar que la norma 
expresamente se reconoce dirigida a personas naturales o jurídicas tuviesen o no la calidad de 
comerciantes. FLORES POLO, señalaba que desde la institución de la quiebra persigue dos 
finalidades muy concretas, la primera el pago a todos los acreedores del quebrado con arreglo al 
principio de la par conditio creditorum, y la segunda la sanción o represión penal de la culpa o dolo 
(fraude) del deudor en sus relaciones con los acreedores. Señala este autor que “ambas finalidades 
son de suyo importantes y no podrían quedar libradas exclusivamente a las decisiones de los 
particulares, porque la dimensión que tienen hoy las relaciones comerciales, elevadas al nivel más 
amplio de “relaciones empresariales” superan el mero interés particular; y junto con el concepto del 
interés general del comercio convive el concepto de interés social, cuya tutela corresponde al 
Estado”33. 
El proceso se ventilaba exclusivamente en la vía judicial, a cargo de un juez de quiebras, mientras 
que la  liquidación quedaba a cargo de un síndico, quien percibía una parte del patrimonio 
liquidado. El proceso se iniciaba a pedido del deudor, de sus acreedores o del Ministerio Fiscal. 
El auto que declaraba la quiebra incluía, además de la consideración de si el deudor era o no 
comerciante, el nombramiento del síndico, así como las disposiciones relativas al otorgamiento de 
información y la orden de retención de la correspondencia dirigida al deudor y derivada al síndico. 
En definitiva, se trataba de una intervención al deudor, ordenada por el Juez, que suponía además la 
orden de entregar información a aquellos vinculados con el deudor, bajo apercibimiento de ser 
nombrados cómplice o encubridores. En este sentido, la declaración de quiebra era considerada casi 
un hecho delictivo. 
La cesación de pagos no era un efecto inmediato del Auto emitido por el Juez, sino que su entrada 
en vigencia era propuesta por el síndico nombrado (Art. 38°). Lo que sí era un efecto inmediato del 
auto que declaraba la quiebra era la privación del deudor de su facultad para administrar sus bienes 
presentes (Art. 43°). Ahora bien, es cierto que el desapoderamiento no implicaba la privación de la 
31
 Idem. De acuerdo a lo señalado por el autor, el procedimiento de quiebra, aun cuando admitía la posibilidad 
de que el quebrado pudiera llegar a un acuerdo con los acreedores que podía consistir incluso en una 
transmisión de la empresa, implicaba normalmente la destrucción de la empresa como organización creada 
por el empresario, al tender a la ejecución universal de su patrimonio. 
32
 FLORES POLO, Pedro, “Derecho de quiebras”, Marsol, Trujillo, pp. 83 
33
 FLORES POLO, Pedro, Op. Cit. pp. 16-17 
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propiedad, pero sí la facultad de los acreedores de disponer de los bienes del deudor y de sus frutos 
hasta hacerse pago de sus créditos (Art. 44°). 
Respecto a las facultades de los acreedores se puede apreciar que la Junta de Acreedores era 
presidida por el Juez (Art. 82°) y entre sus facultades se encontraban la de acordar la forma de 
administración y de realización de los bienes del deudor que debía adoptar el síndico, ampliando o 
restringiendo sus facultades (Art. 87°). Asimismo, la norma establecía la posibilidad de continuar 
con el giro del deudor, con el acuerdo de la totalidad de los acreedores, que autorizaban al síndico 
de continuar con el giro del fallido, en este sentido, el Art. 87° señalaba que “dos o más acreedores 
que posean más de la mitad del total del pasivo de la quiebra, podrán acordar la forma de 
administración y de realización de los bienes a que debe sujetarse el Síndico; ampliando o 
restringiendo sus facultades; pero para prescindir de las solemnidades prescritas para la venta de 
bienes muebles o de mobiliario expuesto a deterioro se requeriría el consentimiento del fallido”.  
Por otro lado, el Art. 88° del mismo cuerpo legal establecía que “solo la unanimidad de los 
acreedores podrá autorizar al Síndico para continuar efectivamente con el giro del fallido, en cuyo 
fin, determinarán los objetivos a que se extiende la autorización, su duración y las demás 
condiciones de dicho giro (…)” Es interesante mencionar que, para logra la unanimidad de los 
acreedores, podía liquidarse a los disidentes, pagándoles la cuota de su acreencia o atendiendo el 
importe del activo de la quiebra, con autorización del Juez. 
Y el Art. 89° señalaba que “los resultados de la continuación del giro efectivo del fallido serán, en 
todo caso, de cuenta y riesgo de los acreedores, y el fallido quedará exonerado de las deudas por el 
monto activo inventariado. Si se obtuviesen  beneficios, éstos corresponderán a los acreedores; solo 
hasta que sea pagado el monto de sus créditos”. 
Como se puede apreciar, las facultades de los acreedores tenían ciertos límites, no solo para el tema 
de la administración, sino para los actos de disposición e incluso para las decisiones que implicaran 
la continuidad del giro del negocio, en cuyo caso, se requería la unanimidad. Por otro lado, las 
facultades del síndico eran relativamente amplias (Art. 132°), como corresponde al fin de su 
función, que era realizar los bienes del deudor, rindiendo cuentas de su trabajo al Juez del concurso 
y asumiendo las responsabilidades civiles y penales que correspondieran al ejercicio de su cargo 
(Art. 124°). 
De acuerdo a lo señalado por algunos autores, era muy raro en este contexto que se optara por la 
restructuración de las empresas, pues lo que primaban eran las liquidaciones patrimoniales
34
. De 
acuerdo a esta ley, para que el deudor fuese declarado en quiebra solo era tomado en cuenta el 
incumplimiento de sus obligaciones, pero no el estado de su patrimonio. Entonces, se ofrecía dos 
opciones al deudor: 
El convenio de liquidación extrajudicial, que debía contar con la aceptación del deudor y la 
totalidad de sus acreedores, o la mayoría de ellos si es que éstos representaban cuatro quintas partes 
del total de créditos, siempre que interviniera uno de los bancos estatales de fomento o la Cámara de 
Comercio del domicilio del deudor. 
34
 Véase el trabajo de ESPINOZA ESPINOZA, Juan, ATOCHE FERNANDEZ, Paola; Op. Cit. p. 5. 
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El convenio judicial; que requería la intervención de un juez y era de obligatorio cumplimiento de 
los acreedores. 
Durante la década del setenta se introdujeron modificaciones a la norma que “le otorgaba mayor 
protagonismo a los trabajadores, llegando incluso a concederles la facultad de solicitar la 
administración provisional de la empresa
 cuando ésta continuaba operando”35. Se pretendía con ello 
vincular la institución de la quiebra con el interés social, el interés del consumidor y el interés 
general en casos típicos de la problemática empresarial, como por ejemplo, la continuación forzosa 
de las empresas declaradas en quiebra dedicadas al servicio público o aquellas con comunidad 
laboral
36
. Así tenemos el Decreto Ley N° 19525 del 12.09.1972 en el que se disponía la 
continuación forzosa de las actividades de sociedades mercantiles declaradas en quiebra. Se partía 
de la premisa que existían en nuestro país sociedades mercantiles que “por las actividades que 
desarrollan y el número e importancia de sus operaciones alcanzan a grandes sectores de la 
población” por lo que “en salvaguarda de los intereses de la colectividad” convenía dictar normas 
que evitaran que estas empresas fuesen declaradas en quiebra y con ello evitar el cese de sus 
actividades. Se declaraba entonces la continuación forzosa de las actividades de la empresa si se 
consideraba que ésta era de “necesidad y utilidad pública para la economía nacional” (Art. 1°D.L. 
19525). 
4.2. Ley de Reestructuración Empresarial de 1992 (Ley N° 26116) 
Se establece que la finalidad de un proceso concursal parte de la idea de mantener, en la 
medida de lo posible, la actividad económica desarrollada por la empresa, para ello, es 
necesario el concurso de los acreedores, pues se intenta proteger a la empresa “sin que ello altere el 
proceso natural de selección propio de un sistema de economía de libre mercado
37”. 
Esta ley representó, a decir de muchos, la aparición de un nuevo derecho concursal peruano, porque 
introdujo cambios sustanciales en el procedimiento concursal, entre los que se resaltan los 
siguientes: (i) se desjudicializó el procedimiento concursal, (ii) se estableció como presupuesto para 
el comienzo del procedimiento concursal la declaración de insolvencia; (iii) se atribuyó a los 
acreedores reunidos en junta las más amplias facultades de dirección del proceso y de decisión 
respecto al destino del deudor; y (iv) se pasó de un sistema fundamentalmente liquidador a un 
esquema conservativo
38”. 
Esta norma buscaba prever la crisis del deudor, antes que someterlo a un proceso de liquidación y 
“otorgar al sector empresarial herramientas para enfrentar los efectos de la crisis económica de 
[aquellos] años, caracterizada por la devaluación del tipo cambiario, la hiperinflación y la falta de 
preparación para competir en una economía de libre mercado con una acentuada tendencia a la 
35
 ESPINOZA ESPINOZA, Juan; Op. Cit., p.7 
36
 Al respecto, puede consultarse el trabajo de FLORES POLO, Pedro, Op. Cit. pp. 18 y ss. El autor hace 
referencia al Decreto Ley N° 21584 del 16.05.1974 que dicta las normas para la continuación “provisional” de 
empresas quebradas que tienen comunidad laboral y antepone los intereses de un grupo de acreedores 
privilegiados (los trabajadores comuneros) frente a los intereses de los acreedores comunes. 
37
 FLINT, Pinkas, “Tratado de Derecho Concursal”. Volumen I; Grigley, Lima, 2004, p.14, citando a Emilio 
Beltrán y su trabajo denominado,  “Hacia un derecho pre concursal: El proyecto de ley belga sobre empresas 
en dificultades”. 
38
 Exposición de Motivos del Proyecto de Ley que modifica las normas de la LGSC. (P.L. N° 13253-2004) 
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globalización”39 y en este sentido, tenía la intención de promocionar la permanencia en el mercado 
de aquellas empresas económicamente viables que tenían condiciones para asumir el reto de la libre 
competencia y simplificar la salida de aquellas que se encontraban enmarcadas en esquemas 
obsoletos o que, simplemente no eran económicamente viables. 
Es además, el primer intento concreto de desjudicializar el procedimiento concursal y someterlo a la 
dirección de una entidad administrativa (Indecopi), aunque no deslindaba del todo la participación 
del Juez, (Especializado en lo Civil), quien debía conocer el acuerdo relativo a la continuación de la 
actividad de la empresa aprobado por la Junta de Acreedores. Sin embargo, la participación del Juez 
se limitaba a notificar a los jueces, árbitros o ejecutores coactivos que conocieran procesos 
judiciales o administrativos seguidos contra la empresa para que ordenen el inmediato 
levantamiento de los embargos y de las demás medidas cautelares trabadas sobre los bienes de la 
misma o se abstuvieran de dictar medidas de esta naturaleza. Asimismo, participaba emitiendo el 
auto de declaración de quiebra de la empresa, si esto era decidido por la Junta de Acreedores. 
La declaratoria de insolvencia ante la Comisión de Salida del Mercado podían solicitarla uno o 
varios acreedores impagos cuyos créditos superen en total el equivalente a Cincuenta Unidades 
Impositivas Tributarias (Art. 2°). El deudor podía solicitar su declaratoria de insolvencia ante la 
Comisión, siempre que acreditara tener pérdidas que redujesen su patrimonio a una cantidad inferior 
a la tercera parte. 
La norma establecía como atribuciones de la Junta de Acreedores: (i) la decisión sobre el destino de 
la empresa y (ii) la supervisión de la ejecución de los acuerdos que hubiere adoptado. Respecto a lo 
primero, la Junta de Acreedores contaba con tres opciones, (i) la reestructuración patrimonial de la 
empresa
40
, (ii) la liquidación extrajudicial o (iii) la declaración judicial de quiebra (Art. 5°). La 
posibilidad de impugnación de acuerdos se restringía al ámbito de los acreedores que en conjunto 
sumaran el 20% del total de las acreencias (Art.6°).  
Otro aspecto importante – y que variará en las legislaciones posteriores – es el marco de protección 
legal del patrimonio del insolvente, el mismo que recién entraba en vigencia cuando la Junta de 
Acreedores adoptaba una decisión respecto de su destino, y no antes. 
La norma, “si bien buscaba el reflotamiento de las empresas concursadas, en la práctica no generó 
los efectos esperados, porque más de las tres cuartas partes de las empresas insolventes terminaban 
en disolución y quiebra
41”. 
4.3. Ley de Reestructuración Patrimonial de 1996 (D. L. N° 845) 
La exposición de motivos de esta norma, señala que la reforma busca: (i) reducir los costos de los 
procesos de reconversión económica, para ello establece más de un procedimiento al que el deudor 
puede acogerse de acuerdo a su realidad económica;  (ii) descentralizar y amplificar los efectos y 
39
 Exposición de Motivos, D.L. 845 
40
 La norma establecía como condición para optar por la reestructuración patrimonial, que existieran 
“posibilidades reales para su recuperación económica y financiera” y fijaba el plazo no mayor de un año , 
contado a partir de la fecha del acuerdo de la Junta de Acreedores sobre el destino de la empresa, prorrogable 
por acuerdo de la misma Junta. 
41
 ESPINOZA ESPINOZA, Juan; Op. Cit., p.8 
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beneficios de la legislación en materia concursal; y (iii) incorporar al ámbito de aplicación de la 
legislación concursal a aquellos sectores que antes no se encontraban comprendidos. 
De acuerdo a lo señalado por esta norma y con el objeto de garantizar la agilidad de los procesos 
referidos, “las principales decisiones son tomadas y promovidas por los acreedores, con una 
intervención mínima del Indecopi como ente administrativo supervisor de la legalidad y una 
intervención aún menor de la autoridad judicial. En efecto, teniendo en consideración que los 
mayores afectados por las dificultades del deudor son sus acreedores, se entiende que ellos tienen 
los mayores incentivos para promover en forma oportuna y eficiente la reestructuración de aquél. 
En ese sentido, el modelo legal establecido les traslada a ellos el impulso del proceso así como la 
adopción de las decisiones más importantes
42”. 
La reforma comprende, en este sentido, la creación del Procedimiento Simplificado (para deudores 
cuyas obligaciones totales no excedieran de las doscientas Unidades Impositivas Tributarias) la 
consideración del Concurso de Acreedores, diseñado especialmente para las personas naturales en 
general y las personas jurídicas que no desarrollan actividad empresarial y la creación del Concurso 
Preventivo (mecanismo de reprogramación de obligaciones anterior al estado de insolvencia). 
Se desjudicializa el procedimiento concursal, reduciendo las alternativas para decidir sobre el 
destino del deudor a (i) la reestructuración patrimonial o (ii) disolución y liquidación. El 
procedimiento de quiebra continúa en el ámbito judicial, sin embargo, este se convierte en un 
procedimiento destinado exclusivamente a que “el Juez verifique la extinción del patrimonio de la 
empresa, declare la quiebra del deudor y, en su caso, la consecuente extinción de la persona 
jurídica, y emita los certificados de incobrabilidad de sus deudas impagas
43”. 
Por otro lado, se anticipa la aplicación del marco de protección legal del patrimonio del deudor al 
momento de la declaración de insolvencia emitido por la autoridad administrativa. 
En lo que a definiciones se trata, se amplía el concepto de deudor y se incluye expresamente a las 
personas naturales, debido al nuevo ámbito de aplicación de la norma concursal. Asimismo, se 
desarrolla el concepto de empresa en el que se incluye a las sociedades irregulares.  
4.4. Ley de Fortalecimiento del Sistema de Reestructuración Patrimonial de 1999 (Ley Nº 
27146) 
Luego de un diagnóstico acerca del funcionamiento de la norma precedente, contenido en el 
Documento de Trabajo Nº 002-1999 elaborado por el Área de Estudios Económicos del Indecopi; 
se propone una reforma al sistema concursal vigente, en los siguientes aspectos:  
(i) Fortalecer el Concurso Preventivo y el Procedimiento Simplificado de tal forma que ambos 
procesos se constituyan en instrumentos legales que efectivamente contribuyan a facilitar la 
reestructuración de empresas viables. 
42
INDECOPI, Documento de Trabajo Nº 002-1999 (Area de Estudios Económicos del Indecopi) 
“Fortalecimiento del Sistema de Reestructuracion Patrimonial: Diagnostico y Propuesta” En: 
http://www.bvindecopi.gob.pe/doctra/1999/d99002.pdf. Acceso 15.09.2012 
43
 Exposición de Motivos D.L. 845 
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(ii) Redefinir el concepto de insolvencia a pedido del deudor, de tal forma que los deudores 
puedan acogerse al proceso de insolvencia cuando todavía existen posibilidades de 
reflotamiento. 
(iii) Otorgar mayores facultades al INDECOPI para velar por la transparencia en el desarrollo de 
los procesos de reestructuración patrimonial.  
(iv) Reformar los tipos penales de fraude previstos en el Código Penal aplicables a los procesos 
de reestructuración patrimonial, adecuándolos a la legislación vigente en dicha materia. 
(v) Establecer disposiciones orientadas a evitar que los acreedores que mantengan vinculación 
de algún tipo con el deudor, puedan abusar de una eventual posición mayoritaria en la junta 
de acreedores, tomando acuerdos que perjudiquen los intereses de los acreedores no 
vinculados al deudor. 
(vi) Otorgarle legitimidad al INDECOPI para solicitar que el Poder Judicial revise decisiones 
judiciales que pudieran contener el reconocimiento de créditos que tienen la apariencia de 
simulados o fraudulentos. 
(vii) Introducir mecanismos que permitan que las liquidaciones dispuestas por la Comisión, en 
los casos de falta de acuerdo de la junta de acreedores, puedan desarrollarse de forma más 
ordenada, en tiempos más cortos y a menores costos. 
La norma define la empresa como “toda organización  económica y autónoma en la que confluyen 
los factores de producción, capital y trabajo, con el objeto de producir bienes o prestar servicios, 
establecida  de hecho o constituida en el país al amparo de cualquiera de las  modalidades 
contempladas en la legislación nacional. Se incluye a las sucursales en el Perú de organizaciones o 
sociedades extranjeras”. Con esta definición, se excluye del alcance de la norma a las sociedades 
irregulares que anteriormente se habían reconocido como objeto de la misma. 
Se hace referencia al papel de la Junta de Acreedores que se conforma bajo un proceso de concurso 
preventivo, pues en este caso – y a diferencia del proceso de insolvencia – la Junta tiene la única 
atribución de pronunciarse sobre si aprueba o no la propuesta de acuerdo global de refinanciación 
que presenta el deudor y una vez cumplida esta función, se extingue automáticamente, sin 
posibilidad de mantenerse como órgano colegiado que tenga a su cargo la supervisión del 
cumplimiento de la forma de pago de los créditos aprobada.  
Si bien esto supone una ventaja para el deudor – porque no pierde el control de su empresa – puede 
ser considerado un desincentivo para que los acreedores se encuentren dispuestos a apoyar la 
refinanciación, toda vez que no cuentan con ningún mecanismo que les permita supervisar la 
gestión de la empresa. Por esta razón, la comisión de trabajo opinó porque se “brinde a los 
acreedores alguna intervención en el desarrollo de las actividades de la empresa, a fin de contar con 
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algún mecanismo de supervisión del cumplimiento del eventual Acuerdo Global de Refinanciación 
que se apruebe
44”. 
Los cambios, respecto del régimen anterior son sobre todo procedimentales, pues se busca lograr el 
objetivo de la norma; entre ellos, reducir los costos de acceso al procedimiento y actuar como 
mecanismo de prevención de la crisis de las empresas. 
4.5. Ley General del Sistema Concursal del 2002 (Ley N° 27809) 
Antes de la entrada en vigencia de la Ley General del Sistema Concursal (LGSC), se desarrollaron 
sendos estudios sobre los problemas que hasta esa fecha, se habían presentado en el Sistema de 
Reestructuración Empresarial. 
Una de las principales críticas que se hace al sistema previo a la LGSC es que con el ánimo de ir 
modernizando las instituciones y procedimientos concursales a fin de brindar todas las facilidades 
posibles a las empresas y personas en crisis financieras, se fueron dictando un considerable número 
de leyes y normas de rango menor que provocaron cambios constantes y sustanciales que trajeron 
consigo evidentes confusiones al momento de su aplicación, tanto por parte de los usuarios como de 
la propia autoridad administrativa
45.
La exposición de motivos de la norma señala que “la efectividad del modelo concursal peruano se 
encuentra limitada fundamentalmente por los siguientes motivos: (a) los elevados costos de 
administración del sistema, (b) la falta de predictibilidad del sistema como consecuencia de las 
intervenciones del Poder Judicial en el proceso y (c) la falta de una mayor conciliación entre las 
disposiciones de la Ley de Reestructuración Patrimonial y las disposiciones de la Ley de Banca y la 
Ley del Mercado de Valores, con el objeto de contribuir a un sistema de reestructuración en mejor 
capacidad de proteger el crédito y, con ello, capaz de atraer inversiones para aquellas empresas que 
demuestren viabilidad económica”46 
Por otro lado, se hacía referencia a la capacidad de control limitada de los acreedores y las 
comisiones - antes del acogimiento al concurso - pues existía un control restringido sobre actos de 
disposición y gravamen del deudor. Esto significaba que el periodo de sospecha no había 
funcionado como se esperaba. Sobre todo porque no se habían registrado casos de sanciones de 
nulidad de actos legales del deudor por la disposición irregular sus bienes con el respetivo reintegro 
de estos a la masa concursal. Además,  cuando ya se encontraba la empresa dentro del 
procedimiento, existía falta de ejecutabilidad de los acuerdos de la Junta de Acreedores. También 
hacía falta un control limitado en casos de abusos sobre minorías y un uso inadecuado del sistema 




INDECOPI, Documento de Trabajo Nº 002-1999 (Area de Estudios Económicos del Indecopi) 
“Fortalecimiento del Sistema de Reestructuracion Patrimonial: Diagnostico y Propuesta” En: 
http://www.bvindecopi.gob.pe/doctra/1999/d99002.pdf. Acceso 15.09.2012 
45




 Para ver el estudio completo: ALMEYDA TASAYCO, César; “Diagnóstico del Sistema Concursal y la 
necesidad de su modificación”. En: FLINT, Pinkas, “Tratado de Derecho Concursal”. Volumen I; Grigley, 
Lima, 2004, pp. 29-33. 
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Por esta razón, se dice que la modificación del sistema debería otorgar mayores instrumentos a los 
acreedores a fin que tomen acuerdos eficientes y dotar a las Comisiones y a la Junta de Acreedores 
de capacidad de control y fiscalización. 
Esta norma, establece como objetivo del Sistema Concursal “la permanencia de la unidad 
productiva, la protección del crédito y el patrimonio de la empresa”. Reconoce también que son los 
acreedores quienes tienen el mayor interés en el procedimiento concursal, por lo que, la decisión 
sobre el destino del patrimonio en crisis, que puede orientarse  tanto por la reestructuración o la 




En este contexto, el legislador entrega a los acreedores la decisión sobre el destino del patrimonio 
involucrado en el concurso. Esta no es una decisión científica; y se adoptará de conformidad con el 
leal saber y entender de cada uno de los acreedores involucrados, quienes únicamente deben tener a 
la vista su racionalidad económica y la búsqueda de la utilización eficiente del patrimonio en crisis. 
Serán entonces “los acreedores quienes asuman la responsabilidad y consecuencias de la decisión 
adoptada”49. 
Se señala asimismo que “el sistema concursal peruano no puede concebirse como un sistema 
protector de empresas o negocios ineficientes. Por ello, la conservación de empresas en el mercado 
depende de su viabilidad, siendo los acreedores inmersos en los procesos concursales los llamados a 
determinar cuál es el valor del negocio en marcha o el valor del negocio en liquidación a fin de 
decidir el destino del patrimonio concursado y las posteriores acciones a tomar
50”. 
Consecuencia de lo anterior es que los accionistas o socios de la empresa deudora no puedan tener 
facultad alguna para decidir o intervenir en la decisión que involucra el destino del deudor. Esto es 
así porque “en caso contrario, se estaría desconociendo el desapoderamiento propio a esta clase de 
procedimiento, el que además ha sido regulado expresamente en el artículo 60.1 de este cuerpo 
normativo”51. 
La LGSC se publica el 08 de agosto de 2002. Posteriormente es modificada por Ley N° 28580 
(publicada el 12 de julio de 2005), Ley N° 28618 (publicada el 29 de octubre de 2005), Ley Nº 
28677 (publicada el 01 de marzo de 2006), Ley N° 28709 (publicada el 12 abril 2006), por el D.L. 
1050 (publicado el 27 de junio de 2008) Decreto de Urgencia Nº 061-2009, publicado el 28 de 
mayo de 2009; y Decreto de Urgencia Nº 021-2010, publicado el 13 de marzo de 2010. 
4.6. D.L. 1050 que modifica la LGSC de junio de 2008 
Esta norma, se emite luego de cinco años de aplicación de la Ley General del Sistema Concursal. 
Con esta se busca mejorar el marco normativo definiendo el  objetivo de la legislación concursal y 
garantizar la recuperación de los créditos en resguardo de los derechos de los acreedores. Busca 
asimismo procurar el restablecimiento oportuno de la cadena de pagos y coadyuvar a la 
48
 Crf. ROJAS LEO, Juan Francisco “Comentarios a la Ley General del Sistema Concursal”, Ara Editores, 
Lima, 2002, p. 26 y ss 
49
 Artículo III, del Título Preliminar de la LGSC, p.8 
50
 Exposición de Motivos LGSC 
51
 Exposición de Motivos LGSC, p. 62 
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competitividad económica y mejora del bienestar de los consumidores, estableciendo un ambiente 
apropiado para el fomento del comercio y la inversión privada
52”. 
Con esta norma entonces, se modifica el Artículo I del Título Preliminar de la norma, que contiene 
el objetivo de la LGSC, con el siguiente tenor: “Artículo I: El objetivo de la presente Ley es la 
recuperación del crédito mediante la regulación de procedimientos concursales que promuevan la 
asignación eficiente de recursos a fin de conseguir el máximo valor posible del patrimonio del 
deudor. (…)”. 
4.7. Propuesta de modificación de la LGSC 
Desde el año 2012, se ha propuesto un proyecto de modificación de la LGSC desde INDECOPI. 




Este proyecto zanja definitivamente el ámbito de aplicación de la LGSC, es decir, elimina toda 
referencia a un deudor que no ejerza actividad empresarial, con lo cual se elimina la imprecisión  en 
la que - hasta ahora – incurría la norma, sobre todo porque a través de la “ventana” del Art. 692 –A 
podía darse el caso de que deudores no empresarios se vieran inmersos en un procedimiento de 
liquidación en el ámbito concursal. Así, el texto modificado (en el glosario de la norma) sería el 
siguiente: Deudor.- Persona natural o jurídica, sociedades conyugales y sucesiones indivisas. Se 
incluye a las sucursales en el Perú de organizaciones o sociedades extranjeras. Para efectos de la 
presente Ley, se considerará como deudores susceptibles de ser sometidos al procedimiento 
concursal solo a aquellos contribuyentes de rentas de tercera categoría, en los términos previstos 
en la Ley del Impuesto a la Renta y su Reglamento.  Esto a su vez, se reafirma con la propuesta de 
modificatoria del Art. 2° que precisa el ámbito de aplicación de la norma: “(…) 2.2 No se 
encuentran comprendidas en la Ley, como deudores, las entidades que integran la estructura del 
Estado, tales como los organismos públicos y demás entes de derecho público; las administradoras 
privadas de fondos de pensiones, las personas que forman parte del sistema financiero o del 
sistema de seguros. Asimismo, tampoco se encuentran comprendidos en la Ley los patrimonios 
autónomos ni las personas naturales que no realicen actividad empresarial, salvo las sociedades 
conyugales y sucesiones indivisas cuyo patrimonio derive de dicho tipo de actividad, en los 
términos establecidos en el artículo 24.4 de la presente Ley
54
. Esto supone que las situaciones de 
crisis de las personas naturales que no realizan actividad empresarial (por ejemplo los 
52
 Cfr. Exposición de Motivos D.L. 1050 
53
 El análisis del proyecto de modificatoria se abordó en el III Congreso Nacional de Derecho Concursal, 
realizado en Chiclayo, del 22 al 24 de mayo de 2013, organizado por el Instituto Iberoamericano de Derecho 
Concursal – Capítulo Peruano y la Universidad Católica Santo Toribio de Mogrovejo. 
54
 El texto original del Art. Mencionado era: “Artículo 2º.- Ámbito de aplicación de la norma y aplicación 
preferente 2.1 La Ley se aplica obligatoriamente a los procedimientos concursales de los deudores que se 
encuentren domiciliados en el país, sin admitir pacto en contrario. No son oponibles para efectos concursales 
los acuerdos privados relativos a la sustracción de ley y jurisdicción peruana. 2.2 No se encuentran 
comprendidas en la Ley, como deudores, las entidades que integran la estructura del Estado, tales como los 
organismos públicos y los demás entes de derecho público; las administradoras privadas de fondos de 
pensiones, las personas que forman parte del sistema financiero o del sistema de seguros, y aquéllas a las 
cuales la Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores - CONASEV otorga autorización de 
funcionamiento. Asimismo, tampoco se encuentran comprendidas en la Ley los patrimonios autónomos, salvo 
las sociedades conyugales y sucesiones indivisas.  
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consumidores) deberán ser atendidos por otro esquema legal, más ágil y sobre todo más tuitiva de 
los intereses del deudor. 
5. Los rasgos definitorios de nuestro sistema concursal. A modo de conclusión
Si tomamos como referencia los sistemas de participación de los actores en el procedimiento 
concursal, nuestro sistema concursal, claramente se enmarca dentro del “modelo de autonomía 
privada” anteriormente referido. Sin embargo, consideramos que el papel otorgado a los acreedores 
tiene mucho mayor alcance que en cualquiera de las otras legislaciones. En nuestro caso, en efecto, 
los acreedores reunidos en junta, pueden incluso decidir el destino del deudor, lo cual a nuestro 
entender, dota a la Junta de Acreedores de facultades de decisión tan amplias que ni siquiera pueden 
ser discutidas – salvo por temas de forma – por la autoridad administrativa.  
Sin embargo, sigue siendo  legítimo cuestionar si aquel debe ser el único principio que rige la 
actuación de los sujetos del concurso. Aplicando esto a la actuación de  la Junta de Acreedores, y a 
las nuevas tendencias referidas, se podría pensar que el régimen no puede limitarse a proteger el 
interés, ciertamente colectivo, pero no menos privado de sus integrantes. Al contrario, deberían 
instrumentarse mecanismos que permitan otorgar la debida consideración a los otros intereses en 
juego, por ejemplo los de la comunidad en la que se desarrolla la empresa. 
Nuestra LGSC tienen como principal objeto de protección al crédito
55
. En este sentido, el crédito se 
configura como el bien jurídico que por antonomasia tienden a proteger los sistemas concursales. 
De esta manera se dice que “(...) la única función a la que debe responder un sistema de 
reestructuración es la función de proteger adecuadamente el crédito para, con ello, reducir los costos 
de acceso al capital para las empresas (...)
56
. Ahora bien, esta tendencia no se extiende a otras 
legislaciones, de hecho, hay una moderada tendencia a considerar que el salvataje de las empresas 
es una alternativa casi natural de un sistema concursal moderno, que pretende alejarse de los efectos 
de la liquidación y la quiebra, como acciones comunes o esperadas cuando una empresa se somete a 
un procedimiento concursal. 
El modo para proteger el crédito que nuestra legislación ha adoptado es trasladando la decisión de la 
suerte de la empresa a quienes considera son los que asumen mayor riesgo en una situación de 
insolvencia, es decir, a los acreedores. Este modo supone además la expectativa de que los 
55
 En este sentido CARBONELL O´BRIEN señala que el desarrollo alcanzado por la economía en el mundo 
moderno tiene como una de sus bases a la aparición, consolidación y desarrollo de la institución del crédito y 
por esta razón resulta imprescindible cuidar del mismo “en cada eslabón de la larga y compleja cadena de la 
producción y distribución de bienes”. Cfr. CARBONELL O´BRIEN, Esteban, GUERRA, Luiz, “Derecho de 
concurso comparado Perú – Brasil”, Brasilia, 2011, p. 20 
56
 Documento de Trabajo No. 008-2000 del Indecopi, “Perfeccionamiento del sistema de Reestructuración 
patrimonial: diagnóstico de una década”. 
En: http://www.bvindecopi.gob.pe/doctra/2000/d00008.pdf. Acceso 19.94.2013 
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acreedores “(...) se comportarían como verdaderos propietarios del negocio (…) pues son los que 
más tienen “invertido” en el negocio una vez que se verifica la insolvencia (...)”57. En este sentido, 
“se considera que nadie mejor que los propios acreedores afectados por la crisis del deudor, para 
definir cuál es la alternativa más conveniente para maximizar la recuperación de sus créditos 
impagos”58.   
Lo que queda ahora, es evaluar si la opción asumida por nuestra legislación concursal es la más 
adecuada para afrontar la situación de crisis de las empresas. El equilibrio entre la autonomía 
privada y el interés público que debe proteger el Estado se encuentra en juego, en un sistema tan 
importante como necesario para el desarrollo de nuestra economía. 
57
 Documento de Trabajo No. 008-2000 del Indecopi 
58
 EZCURRA RIVERO, Huáscar; “Sociedades insolventes ¿Hasta dónde llegan las facultades del Estado para  
revisar las decisiones de la junta? ¿Cuál es el límite?” En: http://www.bullardabogados.pe/publications/wp-
content/uploads/2011/12/2005he_sociedadesinsolventes.pdf.   
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